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INFORME No. 65/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.495 

COSTA RICA
16 de julio de 2013
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Juan Ramón Chamorro Quiroz  
PETICIONARIO: 
Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos en Centro America (CODEHUCA)
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
28 de febrero de 1995
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El 28 de febrero de 1995, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por la Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos en Centroamérica, CODEHUCA, (en adelante “peticionario”) en la que se alegó la responsabilidad del Estado de Costa Rica (en adelante “Estado” o “Costa Rica”) por la presunta violación de los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”Convención Americana”), en perjuicio de Juan Ramón Chamorro Quiroz.

2. El peticionario señaló que el 21 de febrero de 1995 el Sr. Chamorro habría sido capturada por dos personas que portaban uniforme de color caqui y fusiles M-16, uno de los cuales lo agredió. Al día siguiente habría sido deportado, sin oportunidad para interponer los recursos jurisdiccionales internos o presentar una denuncia ante las autoridades competentes. Agregó el peticionario que el Sr. Chamorro no habría podido regresar a Costa Rica por ser indocumentado y carecer de medios económicos. Alegó que por ser el señor Chamorro indocumentado no justificaba negarle el acceso a la justicia, como se había hecho en este caso.
II. POSICIÓN DEL ESTADO

3. En respuesta al reclamo, el Estado sostuvo que la petición era inadmisible por no haberse agotado los recursos jurisdiccionales internos de Costa Rica, y señaló que en el operativo de deportación se cumplieron todas las normas internas e internacionales en la materia. Agregó que el Sr. Chamorro habría podido presentar recursos de revocatoria, apelación y habeas corpus y además, denunciado la agresión de que presuntamente fue objeto por parte de agentes del Estado, pero no lo hizo.  Además, indicó que nada obstaba para que una vez en su país de origen el señor Chamorro solicitara, por los medios legalmente establecidos, su reingreso a Costa Rica con la finalidad de denunciar los hechos ante las autoridades competentes. Respecto a las alegadas presuntas agresiones, el Estado negó que hubieran sucedido y afirmó que la policía de migración no usa uniforme ni porta armas. 
III. TRAMITACIÓN ANTE LA CIDH

4. La petición fue registrada bajo el número 11.495, y  tras efectuar un análisis preliminar, el 15 de junio de 1995 la CIDH procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado para sus respectivas observaciones.  

5. El 29 de junio de 1995 el Estado presentó sus observaciones y el 17 de agosto de 1995 el peticionario remitió las suyas, las que fueron trasladadas al Estado. La respuesta del Estado fue recibida el 17 de enero de 1996.
6. El 5 de octubre de 2000 la CIDH emitió su Informe de Admisibilidad 89/00 el cual fue aprobado en el 108˚ período ordinario de sesiones y notificado a las partes el 23 de octubre de 2000. El peticionario no presentó observaciones sobre el fondo. El 30 de septiembre de 2011 la CIDH envió al peticionario una solicitud de información actualizada, conforme al artículo 48.1.b y le indicó que de no recibirse tal información dentro del plazo de un mes la CIDH podría archivar el expediente de la petición conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana y al artículo 42 de su Reglamento.  El peticionario no presentó la información solicitada.
IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

7. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

8. En el presente caso han pasado más de 18 años desde la última comunicación del peticionario y, a pesar de la solicitud de información formulada el 30 de septiembre de 2011, a la fecha, la CIDH no ha recibido la información necesaria para actualizar la tramitación de la petición, como fue solicitado.
9. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.

10. En consecuencia, no es posible determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que no es posible continuar con la tramitación de la petición.  Por lo tanto, de conformidad al artículo 48.1 inciso (b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Oritiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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